
Judicial ****/****, en la cual se condenó a ******************** por 
los delitos de abuso sexual y corrupción de menores. 

Partes procesales: 
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Monterrey, Nuevo León, a 20 de marzo de 2026. 

 
Se procede a emitir por escrito la sentencia definitiva 

dictada el día 12 de marzo del año en curso, dentro de la carpeta 
 
 
 
 
 
 

Acusado ******************** 

Defensor 
particular 

Licenciado ******************** 

Víctima ********** 
Ofendida ******************** 

Asesora jurídica, 
Procuraduría de 
Protección de 
Niñas, Niños y 
Adolescentes del 
Estado 

Licenciado ********** 

Ministerio 
Público 

Licenciada ********** 

Asesor jurídico 
particular. 

Licenciado ********** 

 
1. Antecedentes del caso: 

 
Auto de apertura a Juicio. Se dictó el 08 de diciembre de 

2025, y posteriormente se remitió al área de enjuiciamiento. 
 

2. Competencia. 
 

Este Tribunal es competente para conocer el presente asunto 
en razón de atribuirse al acusado la comisión de los delitos ya 
señalados, cometidos en el Estado de Nuevo León en el año 2024, 
durante la vigencia del sistema de justicia penal acusatorio; y 
atendiendo a que el delito por el que se acusa al procesado es de 
los que ameritan resolverse de manera unitaria de conformidad con 
el acuerdo general 13/2021 emitido por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura del Estado, es por lo que el presente asunto fue resuelto 
por la suscrita juez de esa forma. 

 
2.1 Audiencia de juicio a distancia. 

 
Cabe destacar que en la audiencia de juicio, los diversos 

sujetos procesales estuvimos enlazados a través de 
videoconferencia, por medio del uso de la herramienta tecnológica 
denominada “Microsoft Teams”, lo cual permitió presenciar en 
tiempo real y directo el desarrollo de la audiencia juicio; lo anterior 
fue realizado así, con fundamento en lo que dispone los artículos 
44 y 51 del Código Adjetivo de la Materia; pues, la misma permite 
cumplir con la formalidad de la oralidad exigida para todas las 
actuaciones procesales, debido que, mediante el uso del citado 
medio técnico disponible por el Tribunal de enjuiciamiento, permitió 



 
 
 

 
darle mayor agilidad, exactitud y autenticidad a la audiencia, dado 
que la videoconferencia fue sostenida en tiempo real, lo cual no 
representó impedimento alguno, para garantizar en todo momento 
los principios que rigen al proceso penal acusatorio de corte 
adversarial. 

 
Lo anterior, toda vez que se considera que con el uso de 

dicho medio tecnológico se privilegia el derecho de las partes 
procesales a la administración de justicia de manera pronta y 
expedita, a que hace alusión al artículo 17 de la Constitución 
Política Federal, al considerar la capacidad instalada, y en atención, 
en primer lugar, a la infraestructura con la que se cuenta, por el 
número de salas físicas, y en segundo lugar, a la cantidad de 
asuntos que se tramitan actualmente ante el Juzgado de Control y 
de Juicio Oral Penal del Estado de Nuevo León; por lo que la 
virtualidad de las audiencias, de acuerdo al número de jueces que 
se tienen asignados, permite optimizar los tiempos de respuesta a 
usuarios, llevar a cabo mayor número de audiencias, y facilitar la 
asistencia de los intervinientes, lo que posibilita satisfacer las 
necesidades de los usuarios y brindar un servicio más eficiente. 

 
Aunado a que este aprovechamiento de la tecnología, no 

violenta los principios consagrados en el artículo 20 Constitucional, 
bajo los cuales se rige el sistema de justicia penal, entre ellos, el de 
inmediación, que implica que las audiencias se desarrollen en 
presencia del órgano jurisdiccional, sin que se pueda delegar en 
persona alguna la admisión, el desahogo o la valoración de las 
pruebas, ni la emisión y explicación de la sentencia respectiva, lo 
cual, incluso, encuentra soporte en la tesis con número de registro 
digital 2023083, cuyo rubro establece: 

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO 
Y ORAL. LA CELEBRACIÓN EXCEPCIONAL DE LAS AUDIENCIAS INICIAL, 
DE JUICIO ORAL O DE ALGUNA DE SUS JORNADAS MEDIANTE EL 
SISTEMA DE VIDEOCONFERENCIA NO LO VIOLA, SIEMPRE QUE SU 
DESARROLLO SE VERIFIQUE PERSONAL Y DIRECTAMENTE POR EL 
JUZGADOR [ABANDONO DE LA TESIS AISLADA XI.P.25 P (10a.).1 

 

En lo toral, en dicha tesis se establece que la celebración de 
audiencias a distancia no viola el principio de inmediación, cuando 
el desarrollo de la audiencia se verifique de manera personal y 
directa por la autoridad jurisdiccional, ya que el uso de 
videoconferencia permite la transmisión en tiempo real de audio y 
video a distancia, mantener comunicación activa, percibir las 
imágenes y sonido del interlocutor en el momento propio que se 
producen, así como los elementos que acompañan la expresión 
verbal del declarante, como es el manejo del tono, volumen o 
cadencia de la voz, pausas, titubeos, además de los elementos 
paralingüísticos. 

 
3. Planteamiento del problema. 

 
3.1. La acusación que el Ministerio Público realizó en contra 

de ********** está basada en los siguientes hechos: 
 

1
 TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: XI.P.48 P (10a). 

Undécima Época. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 1, Mayo 2021, Tomo III, página 2604. Materia(s) : 

Penal Tipo Aislada. 
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“El día ** de ******* del 2024, aproximadamente a las **** horas, 

la menor víctima de iniciales ********** en ese entonces de * años de 
edad se encontraba en el domicilio que habitaba ubicado en la calle 
**********, del municipio de *** ****** ** *** *****, Nuevo León, que al estar 
dormida en la cama de un cuarto, donde también estaba el investigado 
**********, quien es tío de la menor acostado en un colchón en el piso de 
ese cuarto mientras que el papá de la menor **********, estaba 
bañándose, en eso la menor víctima se despertó porque el investigado le 
jaló el short y se lo bajó a medio glúteo junto con el calzón alcanzando a 
verse un poco sus glúteos, luego el investigado tomó su celular encendió 
la lámpara para revisarle los glúteos y con sus dedos le tocó los glúteos, 
sintiendo la menor que le paso los dedos por donde hace popó así como 
cuando se limpia y que le dolió poquito, luego el investigado con un dedo 
de la mano le tocó la vagina como acariciándola por debajo del calzón, en 
eso cuando la menor victima al ver que era su tío el ahora investigado 
quien la tocaba, este se acostó de nuevo, sintiendo la menor que el 
corazón le latía rápido y tuvo miedo, que al regresar el padre de la menor 
al cuarto, la menor le dijo lo que acababa de pasar. Conducta con la 
anterior el investigado ejecutó actos eróticos sexuales sin el propósito 
directo e inmediato de llegar a la copula sin consentimiento de la menor 
victima aprovechándose de la confianza depositada en su persona por 
afecto y respeto, además de afectar el libre desarrollo de la personalidad 
de la menor ya que le procuran o facilitan un trastorno sexual y la 
depravación, y las cuales le ocasionaron alteraciones auto cognitivas y 
auto valorativas y le generaron una perturbación en su tranquilidad de 
ánimo.” 

 

La clasificación jurídica que la Fiscalía realizó de estos 
hechos, fue por el delito de abuso sexual, previsto y sancionado el 
primero por los artículos 259, 260 fracción II, 260 Bis, fracción V y 
VI, y 269, primer párrafo; y el segundo, 196, fracciones I y II, y 199, 
todos del Código Penal del Estado; señalando en sus alegatos de 
clausura que se acreditaron plenamente dichos delitos, así como la 
responsabilidad del acusado, y solicitó una sentencia de condena 
en contra del mismo. 

 
Por su parte, la asesoría jurídica se adhirió a lo expuesto por 

la fiscalía, y solicitaron la correspondiente sentencia condenatoria. 
 

3.2. Postura de la defensa. 
 

Por otro lado, en cuanto a la defensa, en esencia refirió que 
la fiscalía no aportó prueba suficiente para demostrar su teoría del 
caso, y ante ello no se acreditaban los delitos atribuidos a su 
representado, por lo que solicitó se dictara sentencia absolutoria a 
favor del mismo. En la inteligencia que la totalidad de las 
argumentaciones de la defensa serán atendidas en el apartado 
correspondiente de este fallo. 

 
3.3. Por ello, la problemática a dilucidar consiste en 

determinar si con las pruebas ofrecidas y desahogadas a petición 
de la fiscalía acredita el delito ya mencionado y en su caso la 
responsabilidad del acusado en su comisión. 

 
3.4. Análisis de las pruebas. Este Tribunal valoró las 

pruebas conforme a los artículos 265, 359 y 402 del Código 



 
 
 

 
Nacional de Procedimientos Penales, de una manera libre, lógica y 
sometidos a la crítica racional, por lo cual, pronuncia sentencia 
únicamente sobre la base de la valoración de las pruebas 
desahogadas durante la audiencia de juicio, y en el caso concreto 
se concluye que el Ministerio Público probó su teoría del caso más 
allá de toda duda razonable. 

 
3.5. Acuerdos probatorios: No hubo. 

 
4. Por tratarse de 2 delitos diversos, por razón de método 

se analizará primeramente lo relativo al delito de abuso sexual, 
y posteriormente lo concerniente al diverso de corrupción de 
menores. 

 
El delito de ABUSO SEXUAL, encuentra previsto por el 

artículo 259 del Código Penal de la Entidad, que es del tenor literal 
siguiente: 

“ART. 259. Comete el delito de abuso sexual, el que, sin 
consentimiento de una persona mayor o menor de edad, o aun con la 
voluntad de esta última si fuere de quince años o menor, ejecute en ella o 
logre se ejecute en la persona del activo, o en una persona que por 
cualquier causa no pudiera resistir, un acto erótico- sexual, sin el propósito 
directo inmediato de llegar a la cópula, ya sea que involucre o no, el 
contacto desnudo de alguna parte íntima o de el o los genitales. Para 
efectos del presente artículo, se entenderá como parte íntima aquella que 
tiene el propósito de ser cubierta con ropa interior y que se encuentra a 
nivel pectoral, glútea o de los genitales”. 

 

Los elementos de este delito en el caso concreto son: 
 

a) Que el activo ejecute en la víctima un acto erótico 
sexual; 

b) Que sea sin consentimiento, o aun con 
consentimiento de la víctima de 15 años o menor; 

c) Que lo anterior se lleve a cabo sin el propósito directo 
e inmediato de llegar a la cópula. 

 
5. Hecho acreditado. Precisado lo anterior, hay que 

establecer que, con la prueba producida en la audiencia de juicio, 
se acreditó de manera sustancial el hecho materia de acusación ya 
descrito en párrafos precedentes. 

 
6. Análisis del delito de abuso sexual y valoración de la 

prueba producida en juicio. 
 

La conducta acreditada, en efecto, encuadra perfectamente 
en el delito de abuso sexual, es decir, acredita la materialidad de 
dicho ilícito. 

 
Se sostiene lo anterior, ya que en relación al primer 

elemento del delito de abuso sexual, consistente en que el activo 
ejecute en la víctima un acto erótico sexual, se justifica a partir 
del testimonio de la menor **********, quien con el acompañamiento 
debido de un asesor victimológico de la Procuraduría de Protección 
de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado, relató en síntesis que 
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nació el **********, que los nombres de sus padres son **********; que 
su abuelita paterna se llama **********. Que actualmente vive con su 
mamá, pero anteriormente vivía con su papá, su abuelita **********, 
su tía **********, su tío **********, entre otros familiares; que cuando 
vivía en esa casa se dormía en un cuarto donde había 2 camas, en 
una cama se dormía ella con su papá y en ese cuarto estaban 
dormían su tíos ********** y **********, este último dormía en una 
colcha que ponía en medio de las 2 camas. Que dejó de vivir en esa 
casa ya que su tío ********** una vez la tocó, que su abuelito 
********** la abofeteaba y su papá la golpeaba. Que su tío ********** 
la tocó en su pipí y en su popó, que cuando pasó eso estaban en el 
cuarto de su tío, en esa ocasión también estaban en el cuarto su 
papá y su tío **********, que su papá estaba acostado en la cama de 
su tío **********, y ella estaba acostaba también en la cama de su 
tío **********; que eso fue el día ** de ****** de 2024, a las * de la 
mañana, que apenas estaba amaneciendo, que recuerda esa fecha 
porque el día ** fue el cumpleaños de su prima **********; que ella 
se encontraba acostada con su papá y en medio estaba su tío 
**********, en una colcha, que éste se encontraba acostado, se 
volteó, le bajó el short así como el calzón y la agarró, luego prendió 
el flash de su celular, la aluzó y estaba sobándole en su popó y en 
su pipí, por debajo de la ropa, que su papá se había ido a bañar y 
después fue cuando su tío ********** le estaba haciendo eso, que su 
papá se estaba bañando porque se iba ir a trabajar; que cuando ella 
se dio cuenta que su tío ********** le había hecho eso ella le dijo a 
su papá cuando regresó del baño; que su papá le preguntó cómo la 
había tocado y ella le dijo cómo la había tocado, que cuando su tío 
********** se dio cuenta que ella lo había visto se acostó rápido y 
apagó el flash, que su papá se cambió rápido, se fue abajo y 
después su tita ********** le dijo a ********** que bajara, después su 
tita ********** le dijo que no pasaba nada, que estaba borracho y ya, 
y que ese día le dolía mucho ahí en su pipí y en su popó; que cuando 
su tío ********** la tocó fue rápido, que cuando ella se durmió ella 
tenía su ropa subida, y cuando se despertó y vio a su tío ********** 
ella tenía su ropa abajo. 

Agregó que su mamá también supo lo que pasó, que ella 
habló con su mamá cuando estaban en **********, en **********, que 
se encontraban en el baño cuando le contó a su mamá lo que le 
había pasado, que su mamá fue a denunciar, y cuando su papá 
supo esto no hizo nada, que él solo fue a ayudar a su tío **********, 
por lo que ella se sintió triste porque su papá no le ayudó. 

 
Indicó que la dirección de donde vivía con su abuelita y su 

papá es calle **********. En el acto la fiscalía le mostró a la testigo 
una fotografía, en la cual la menor reconoció la casa donde vivía 
ella antes. 

En su intervención en la audiencia la menor reconoció a su 
tío ********** en la imagen con el usuario “Videoconferencia San 
Pedro 3 externo”, y se encuentra vestido de blanco. 

 
Finamente a solicitud de la fiscalía, la menor se puso de pie 

e indicó gráficamente con sus manos las partes de su cuerpo que 
le tocó su tío **********. 



 
 
 
 

 
Para valorar el dicho de la víctima, además de la sana crítica, 

esta autoridad también consideró el Protocolo de Actuación para 
quienes imparten justicia en casos que involucren niños, niñas y 
adolescentes, emitido por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación; de donde se desprende en lo que interesa, que se debe 
tomar en cuenta el grado de desarrollo de la declarante, y los 
criterios de credibilidad establecidos, particularmente la presunción 
de buena fe que le asiste a las víctimas, establecida en el artículo 5 
de la Ley General de Víctimas. 

 
Incluso, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, a través del número de tesis 20106152 ha establecido 
como deberá llevarse a cabo la valoración del testimonio de un 
menor víctima de un delito, esto es, que se debe tomar en cuenta 
que por lo general ellos narran un evento vivido en forma 
desordenada e interrumpida a partir de los recuerdos que le son 
relevantes. 

En este contexto, tomando en cuenta la edad de la víctima, 
se tiene que su relato genera convicción en la suscrita juzgadora 
sobre la veracidad de su dicho, ya que en el caso concreto, además 
de proporcionar información precisa, señaló en esencia el evento 
de que fue víctima por parte el acusado, y claramente de su dicho 
puede extraerse que el acusado realizó en el cuerpo de la menor 
actos eróticos sexuales, como lo fue tocarle con sus manos el área 
del ano y la vagina, por debajo de la ropa, ya que en la fecha que 
indicó, al encontrarse en el domicilio donde habitaba, el día ** de 
****** de 2024, siendo alrededor de las * de la mañana, en 
determinado momento su tío **********, quien dormía en el mismo 
cuarto que ella y su papá, le bajó el short y su ropa interior y le tocó 
“su pipí y su popó”; entonces, de acuerdo a lo que se extrae de 
dicha información, se advierte con claridad que el activo le realizó 
tocamientos que involucraron el contacto desnudo del ano y 
genitales de la víctima, pues describió la acción que realizó el ahora 
acusado, y aunque las áreas de su anatomía las nombró de la forma 
mencionada, esto se entiende de acuerdo a la edad de la víctima, 
además de que no queda ninguna duda para este tribunal que se 
refirió a su vagina y ano, ya que incluso a solicitud de la fiscalía, 
señaló con su manos las partes del cuerpo que le tocó su tío. 
Además, expuso detalles que difícilmente podrían ser inventados, 
como la referencia al contexto previo, la referencia a que el activo 
encendió el flash de su celular, la forma en que describió 
gráficamente aquellos tocamientos, la distribución de la habitación 
donde ella dormía, así como los momentos posteriores, es decir que 
su papá se estaba bañando y que luego le comunicó a éste lo 
acontecido, el hecho de que no tanto su papá como su abuela no le 
creyeron; por lo que la lógica nos lleva a establecer que en efecto 
aconteció el hecho denunciado, lo cual pone de manifiesto que el 

 

2
 Época: Décima Época; Registro: 2010615; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación; Libro 25, diciembre de 2015, Tomo I; Materia(s): Constitucional, Penal; Tesis: 1a. 
CCCLXXXVIII/2015 (10a.); Página: 267. RUBRO: 
MENOR DE EDAD VÍCTIMA DEL DELITO. VALORACIÓN DE SU TESTIMONIO EN LOS PROCEDIMIENTOS 
JUDICIALES. 
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agente del delito ejecutó en la menor un acto erótico sexual que 
involucró el contacto desnudo de genitales y partes íntimas, como 
fueron el ano y la vagina, en las circunstancias ya detalladas. 

 
Por otro lado, en el marco de lo que se establece en la 

Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la mujer, en concordancia con el protocolo de 
actuación para juzgar con perspectiva de género, y atendiendo 
además al derecho a una vida de violencia tanto física como sexual, 
y al interés superior de la menor; por lo que dichas consideraciones 
hacen patente que la víctima se encontraba en una situación de 
vulnerabilidad, y deben considerarse, tal como ahora se realiza, 
para valorar su testimonio. 

 
Del relato de la pasivo, también se extrae que los hechos se 

llevaron a cabo en su perjuicio en una clara desproporción, no solo 
por la calidad de menor de la víctima, sino porque ella se encontraba 
sin el acompañamiento de su mamá, aunado a que por su corta 
edad no tuvo la capacidad de sustraerse a dicha conducta del 
activo; por lo que ese contexto descriptivo, válidamente puede 
advertirse que el hecho delictivo efectivamente ocurrió y no es 
producto de una invención, pues como se dijo, se pondera el hecho 
de los detalles aportados por la afectada en su narrativa, la cual fue 
de manera espontánea, sin contradicciones, y sin indicios de 
respuestas sugeridas. 

 
Por ende, se sostiene que este testimonio de la pasivo 

generó plena convicción a este tribunal para tenerlo por cierto y 
otorgarle un valor preponderante, pues tratándose de los delitos de 
índole sexual, como el que hoy se estudia, generalmente por su 

naturaleza3, se ejecutan en ausencia de testigos, por cuya razón, 

 

3 
DELITOS SEXUALES (VIOLACIÓN). AL CONSUMARSE GENERALMENTE EN AUSENCIA DE 

TESTIGOS, LA DECLARACIÓN DE LA OFENDIDA O VÍCTIMA DE ESTE ILÍCITO CONSTITUYE 
UNA PRUEBA FUNDAMENTAL, SIEMPRE QUE SEA VEROSÍMIL, SE CORROBORE CON OTRO 
INDICIO Y NO EXISTAN OTROS QUE LE RESTEN CREDIBILIDAD, ATENTO A LOS 
PARÁMETROS DE LA LÓGICA, LA CIENCIA Y LA EXPERIENCIA. La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia de rubro: "DELITOS SEXUALES, VALOR 
DE LA DECLARACIÓN DE LA OFENDIDA TRATÁNDOSE DE.", publicada con el número 436, en 
el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-Septiembre de 2011, Tomo III, Penal, 
Primera Parte, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sección-Adjetivo, página 400, 
estableció que, tratándose de delitos sexuales, adquiere especial relevancia el dicho de la ofendida, 
por ser este tipo de ilícitos refractarios a prueba directa. Lo que es acorde con lo establecido por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia condenatoria de 30 de agosto de 2010 
en el caso Fernández Ortega y otros vs. México, en el sentido de que la violación sexual es un tipo 
particular de agresión que, en general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas 
más allá de la víctima y el agresor o los agresores y, por ende, la naturaleza de esta forma de 
violencia, no puede esperar a la existencia de pruebas testimoniales, gráficas o documentales, por 
ello la declaración de la víctima constituye una "prueba fundamental sobre el hecho". De lo anterior 
se concluye que como los delitos de índole sexual, por su naturaleza, se consuman generalmente en 
ausencia de testigos, la declaración de la víctima del delito de violación debe considerarse una prueba 
esencial, siempre que sea verosímil, se corrobore con cualquier otro indicio y no existan otros que le 
resten credibilidad, atento a los parámetros de la lógica, la ciencia y la experiencia, que sin constituir 
cada uno de ellos un requisito o exigencia necesario para la validez del testimonio, coadyuvan a su 
valoración desde la perspectiva de su credibilidad subjetiva, objetiva y de la persistencia en la 
incriminación. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. Amparo en 
revisión 269/2016. 4 de agosto de 2016. Mayoría de votos. Disidente: Jorge Mercado Mejía, quien 
consideró que toda vez que el acto reclamado se fundamenta, entre otras pruebas, en dos dictámenes 
periciales oficiales no ratificados, debió concederse el amparo para que la autoridad responsable 
dejara insubsistente el auto de formal prisión, repusiera el término constitucional ampliado y procurara 
la ratificación de dichos dictámenes, sin que sea posible hacer un análisis del restante material 
probatorio para demostrar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del inculpado. Ponente: 
Édgar Bruno Castrezana Moro, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 
del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, con fundamento 
en el artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: 
Juan Antonio Aca. 



 
 
 

 
adquiere valor preponderante, máxime si está corroborada por otras 
pruebas, como sucede en el caso concreto, tal como a continuación 
se explica. 

 
Se sostiene que el testimonio de la menor víctima no se 

encuentra aislado, sino que se corrobora con lo expuesto por 
**********, quien en lo medular refirió que es madre de la menor 
**********, que el padre de ésta es **********, y la madre de él es 
**********. Que ********** nació el ********** y actualmente vive en ella 
en el domicilio ubicado en calle **********, que habita con ella desde 
el 16 de julio de 2025, ya que hay una resolución por parte de la 
Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, en la 
que se estableció que su menor hija se encontraba en zona de 
riesgo por maltrato infantil y violencia de parte de sus abuelos, así 
como de su padre. 

 
En ese acto se exhibió por parte de la fiscalía un documento, 

el cual la testigo reconoció como la resolución a que hizo mención, 
dictada dentro del expediente administrativo **********, de fecha 23 
de junio de 2025, por la Delegada de la Procuraduría de Protección 
de Niñas, Niños y Adolescentes, y en el cual se estableció que la 
menor en mención se encontraba en riesgo al encontrarse 
habitando con su padre y sus abuelos paternos, toda vez que ha 
sido expuesta a situaciones de riesgo que afectaron su integridad 
física y psicológica, por lo que la madre de la menor se encontró en 
aptitud de resguardar y tener bajo su cuidado a su hija ********** 

 
Añadió que antes de que le otorgaran la custodia de su hija 

ésta habitaba con sus abuelos, papás y tíos, entre ellos **********, 
en el domicilio ubicado en calle **********, en el municipio de *** 
****** ** *** *****, Nuevo León, inmueble el cual identificó en 
fotografías que le fueron mostradas en ese acto por parte de la 
Fiscalía. Que sabe que ********** vivía ahí porque cuando estaba 
casada con su ex esposo **********, ella también vivía en ese 
domicilio, y aquel siempre ha habitado en el domicilio desde 
pequeño. Que el mencionado **********, es primo de su ex esposo, 
ya que es hijo del señor **********, hermano de la señora **********. 

Detalló que el día 28 de julio de 2024, vio a su hija en un 
restaurante ubicado en la plaza comercial **********, que también 
estaba **********, y la mamá de ella, que estaban conviviendo y ese 
día vio a su hija nerviosa, atemorizada, e intranquila, y su hija le 
comentó que quería ir muchas veces al baño, que le ardía mucho 
su vagina y sus pompis, a lo que le preguntó si estaba pasando 
algo, y en base eso le comentó que ********** le había hecho 
tocamientos en su parte íntima, o sea, de sus pompis hacia 
adelante, que en el momento que la niña le contó eso se 
encontraban en el baño del restaurante, y también estaba ahí su 
mamá **********, que al estar adentro del baño llamaron al 911, 
luego llegó la unidad de policía, y en ese momento ********** la toma 
del cabello a ella y a su hija porque se la quería llevar y le dijo a su 
hija “ves lo que ocasionas **********, todo esto es tu culpa”, en ese 
momento su hija se sentía atemorizada y con mucho miedo, que los 
policías le preguntaron a su hija qué era lo que había pasado, a o 
que su hija le comentó a una policía que se identificó como 
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**********, que su tío **********, de aproximadamente ** años le 
había hecho tocamientos y que sus abuelos paternos y su papá no 
le creían, que al escuchar lo anterior su ex esposo fue cuando jaló 
del cabello a su hija para llevársela. Que ese día se llevaron a su 
hija en una patrulla sola y finalmente la llevaron al DIF de la **** 
******, posteriormente se la niña se quedó con su padre. Que su 
hija no vivía con ella porque ********** la sustrajo desde el año 2019, 
pero el DIF tenía un expediente desde el 2017 por violencia familiar 
y maltrato. Que con la información que le dio su hija, denunció los 
hechos el día 28 de julio de 2024. 

 
Por parte de la fiscalía se le mostró un documento que la 

declarante identificó como el acta de nacimiento con número 
**********, de la oficialía **********del Registro Civil del municipio de 
Guadalupe, Nuevo León, donde se asientan como datos de la 
persona registrada **********, con fecha de nacimiento **********, y 
como datos de los padres aparecen ********** 

 
Añadió que a raíz de los hechos el estado emocional de su 

hija ha sido de tristeza, miedo y depresivo, ya que sus abuelos 
paternos y su papá no le creyeron, la tacharon de mentirosa; que 
actualmente su hija no convive con éstos, pero asiste a terapia 
psicológica. Que cuando le dijo a su hija que tenía que acudir al 
juicio la vio a ésta triste y con miedo. 

 
En la audiencia identificó al acusado **********, detallando 

que se trataba de la imagen con el usuario de **********, donde 
aparece con otras 2 personas, viste de color blanco, tiene las manos 
cruzadas, y no tiene *****. 

 
Este relato de la madre de la menor corrobora el dicho de la 

víctima, y produce confiabilidad probatoria, pues aporta información 
pertinente, especifica y congruente sobre los acontecimientos, ya 
que si bien, es evidente que no le consta de manera personal y 
directa el hecho delictivo en análisis, esto es porque este tipo de 
ilícitos se cometen en ausencia de testigos, aunado a que no 
habitaba con la víctima al momento de los hechos; empero, de su 
deposición se advierte que tuvo conocimiento del evento en análisis 
ya que su hija le informó de manera personal dicha situación en las 
circunstancia que detalló, es decir, le manifestó que su tío ********** 
le había realizado tocamientos en las partes de su anatomía ya 
precisadas, lo cual es creíble, pues se estima totalmente lógico y 
coherente que una menor de edad, luego de un evento de la 
naturaleza del que nos ocupa, busque la ayuda y apoyo de sus 
progenitores, en este caso su madre, máxime porque indicó que su 
padre y su abuela paterna, con quienes habitaba, no le creyeron; 
de ahí que lo relatado por la antes nombrada otorgue soporte a la 
denuncia de la pasivo, pues por otro lado, no existe ningún indicio 
que haga presumir falsedad, además de que el artículo 5 de la ley 
general de víctimas otorga la presunción de buena fe a la ofendida, 
además corrobora la existencia del domicilio conde acontecieron los 
hechos, y aporta también la información sobre el hecho de que el 
ahora acusado habitaba en aquel mismo domicilio con la menor 
víctima. 



 
 
 

 
Ahora bien, en relación al acta de nacimiento que fue 

introducida al juicio por el testimonio de la madre de la pasivo, 
adquiere eficacia demostrativa plena para acreditar la edad de la 
menor en la época de los hechos, y dado que la fecha de nacimiento 
de ésta fue el **********, y los hechos acontecieron el ** de ******* 
de 2024, se tiene que la víctima tenía ********** años de edad al 
momento de la comisión delictiva, pues tal documento fue 
incorporado a través de la testigo idónea y la información en 
mención no fue desvirtuada por la defensa, no obstante tuvo 
oportunidad de ejercer la contradicción. 

 
Aunado a lo anterior, al diverso documento consistente en la 

resolución de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescente, también se le confiere valor probatorio, pues se 
incorporó mediante la declaración de dicha testigo idónea, y es 
relevante para acreditar que con antelación la víctima habitaba con 
su padre, sin embargo se otorgó la custodia a la testigo en mención 
por haberse determinado que se encontraba en situación de riesgo, 
es decir, corrobora el hecho de que al momento de la comisión 
delictiva la custodia de la pasivo la ejercía **********. 

 
Por otra parte, tenemos que se escuchó en el juicio la 

declaración de **********, jefe de grupo de la Agencia Estatal de 
Investigaciones, refirió en lo medular que en fecha 31 de junio del 
año 2024 realizó un informe sobre los hechos denunciados por 
**********, constitutivo de un probable delito de abuso sexual. Detalló 
se constituyó en el domicilio de la calle **********, en *** ***** ******, 
Nuevo León, donde fue atendido por una persona femenina quien 
dijo llamarse **********, quien refirió que efectivamente en ese 
domicilio habitaba su sobrino **********, el cual contaba con ** 
años de edad y su fecha de nacimiento era el 
**********, y en relación a los hechos la entrevistada en mención dijo 
que no daba credibilidad a ello, pero que colaboraría para que el 
órgano investigador realizara todas las gestiones correspondientes 
para llegar a la verdad. Que dicha entrevistada también le entregó 
un CURP en pdf del mencionado **********, el cual agregó al 
informe. 

Además, se recibió el testimonio de **********, elemento de la 
Agencia Estatal de Investigaciones, quien en síntesis relató que con 
motivo de sus funciones rindió un informe el día 21 de abril de 2025, 
con relación a hechos sobre abuso sexual denunciados por 
********** en contra de **********, por lo que se contactó vía telefónica 
con al denunciante, luego se trasladó al lugar de los hechos, siendo 
el ubicado en calle **********, en *******************, donde se fijó 
ese lugar de hechos mediante fotografías las cuales se anexaron a 
su informe. 

 
Por parte de la fiscalía se exhibieron diversas imágenes, a lo 

que la testigo las reconoció como el domicilio de los hechos antes 
precisado, donde se apreció la numeración del inmueble, la 
nomenclatura de la calle, así como la leyenda “familia **********”. 

 
Atestes que merecen eficacia demostrativa y valor jurídico en 

razón de que los elementos ministeriales en mención dieron cuenta 
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de los actos de investigación que les fueron encomendados por el 
Ministerio Público, con relación a hechos motivo del juicio, e 
informaron de manera clara y precisa, sin dudas ni reticencias, y 
menos aún por inducción o referencia de terceros que, cada uno por 
separado y en diversas fechas, se apersonaron en el domicilio ya 
indicado, y corroboraron precisamente la existencia del inmueble 
donde, ahora se sabe, se suscitaron los hechos. 

 
Sin que se haya advertido de sus declaraciones dato alguno 

que indicara al Tribunal que se condujeron con mendacidad, amén 
de que como ya quedó asentado en líneas preliminares, su 
actividad estribo únicamente en constatar la existencia del lugar en 
comento, ello en razón de las funciones que como agentes 
ministeriales tienen encomendadas, por lo que su dicho resulta 
imparcial y apto e idóneo para corroborar que el domicilio indicado 
por la víctima, existe, y en esa medida también robustece el dicho 
de la afectada. 

 
Luego, en cuanto a las fotografías que fueron introducidas 

mediante de su testimonio, y a través de las cuales identificó el sitio 
en el que se constituyeron como parte de la investigación que 
efectuó, de igual manera cuentan con eficacia demostrativa dado 
que en primer término no se desprende que haya sido obtenidas 
mediante violación a derechos fundamentales; asimismo, fueron 
incorporadas a la audiencia de juicio a través de la técnicas de 
litigación correspondientes y mediante testigo idóneo; por tanto, 
tales imágenes logran patentizar la existencia del inmueble en el 
cual se suscitaron los hechos delictivos, siendo coincidente ello con 
los hechos materia de acusación de la fiscalía, aunado a que al 
momento de serle mostradas esas fotografías a la víctima, ésta las 
identificó como las correspondientes al domicilio donde ella 
habitaba y donde acontecieron los hechos. 

 
Por otro lado, se cuenta con la declaración de **********, 

quien en lo que interesa indicó que ********** es su primo, ya que es 
hijo de su tío **********, quien a su vez es hermano de su madre 
**********; que su hija es la menor **********, quien nació el ** de 
****** de ****, y están denunciado a ********** ya que recuerda que 
estaban acostados y ********** trató de jalar una sábana y que su 
niña malinterpretó eso; que él también estaba acostado ahí en ese 
momento con su hija, que él estaba acostado del lado derecho y su 
hija estaba del lado izquierdo, que ********** estaba acostado en 
medio, a un lado de la cama, en el piso; que él se enteró que su hija 
le había jalado la cobija, ya que al momento en que él se despertó 
y se fue al baño, al regresar su hija le contó eso, que luego él fue a 
comentarle a su mamá, y ésta le preguntó a ********** si había 
sucedido eso, a lo que éste contestó que únicamente había jalado 
una sábana, ya que iba a cubrirse con una de ellas y rosó con su 
mano a **********; que ********** lo único que le comentó cuando él 
salió del baño fue que ********** jaló una sábana y le rosó en la 
espalda, por lo que él encaró a ********** por eso, que no recuerda 
muy bien lo que le dijo su hija, que no recuerda cuando sucedió eso; 
que su niña se notaba como asustada. 



 
 
 

 
Agregó que su hija tenía desde el año 2018 de vivir con él, y 

vivió con él hasta finales del año 2025, que recuerda esa fecha ya 
que es hace poco. Que ****** dejó de vivir con él desde el año 2024 
o 2023. 

 
Asimismo, compareció al juicio **********, y en lo medular 

relató que es madre de **********, y su nieta es la menor **********, 
la cual nació el **********; que tiene un sobrino de nombre **********, 
que éste es como su hijo, ya que ella lo crio desde que tenía 9 años, 
desde esa edad vivió con ella en su domicilio ubicado en calle 
**********, en *****************, Nuevo León; que ********** dejó de 
habitar con ella entre los años 2023 y 2024, ya que la mamá de 
********** puso una denuncia en contra de él y por eso se tuvo que 
salir de la casa, es decir, primero fue la denuncia y luego él se 
salió; que la denuncia fue por abuso sexual y corrupción de 
menores, que por abuso sexual ella entiende que sea penetración 
y lo de corrupción de menores no lo entiende. Que sabe que 
actualmente su nieta ********** vive con su mamá **********, en la 
colonia **********. 

 
Que ella se enteró de la denuncia en mención ya que en una 

ocasión su hijo fue a cenar con su niña a **********, que la niña pidió 
ir al baño y ahí le dijo a su mamá, luego ésta llamó a unas patrullas 
y se llevaron a su hijo detenido y a su nieta a resguardo. Que se 
enteró lo que ********** dijo que el acusado le hizo, ya que ese día, 
es decir, el día de los hechos, su hijo bajó al cuarto donde ella 
estaba acostada y le dijo que fuera a hablar con ********** porque la 
niña decía que le había tocado sus pompis, por lo que ella le 
preguntó a ********** que había pasado y éste dijo que sólo estaba 
buscando su cargador y su cobija y se volvió a inclinar para 
acostarse donde tenía una colchoneta; que en ese mismo cuarto 
estaban ********** y la niña; que cuando su hijo fue al baño, la niña 
le gritó a su papá “papi, ********** me tocó las pompis”; que ella subió 
al cuarto y le preguntó a su nieta cómo habían pasado eso, a lo que 
ella le comentó que ********** le había hecho así, indicando con un 
movimiento que se tocó su ropa, pero que no le había tocado sus 
partes, adelante ni atrás. 

Añadió que después de ese día que les contó que ********** 
la tocó, ********** siguió viviendo ahí; que no sabe cuándo pusieron 
la denuncia contra **********. 

 
A preguntas de la defensa, refirió que ********** llegó del 

trabajo y como ********** y la niña estaban acostados en la cama de 
él, tiró la colchoneta en medio de las 2 camas. 

 
Estas declaraciones, al ser analizadas de manera libre y 

lógica, conforme a la sana crítica, y en forma integral con el resto 
de la prueba, se toman en consideración por este tribunal en la 
medida que otorgan corroboración periférica al relato de la menor 
víctima en lo concerniente a que ésta les manifestó que fue objeto 
de tocamientos en su cuerpo por parte del agente del delito en la 
fecha y condiciones que han sido precisadas, además, con esos 
testimonios se confirma de que en la época de los hechos la menor 
y el ahora acusado vivían en el mismo domicilio ya indicado, y no 
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solo eso, sino que pernoctaban en la misma habitación, pues 
aunque el padre de la menor indicó que la víctima se dormía en otro 
cuarto, lo cierto es que admitió que el día de los hechos se quedó a 
dormir en esa recámara en la cual también dormía el ahora 
acusado, lo cual evidentemente sitúa al agente del delito en 
posibilidad de haber ejecutado la conducta ya descrita en los 
términos en que lo indicó la víctima. También esos relatos son 
eficaces para confirmar el parentesco existente entre la pasivo y el 
activo, pues éste último resulta ser primo del padre de la menor 
víctima, por lo tanto existe un parentesco colateral por 
consanguineidad. 

 
Por otro lado, no se confiere eficacia valorativa a los aspectos 

de dichos relatos que no están confirmados con diversa prueba, y 
que se refieren a apreciaciones subjetivas de los declarantes, como 
el hecho de no dar crédito a que el activo sea el autor de los hechos, 
pues como se indicó, esas circunstancias son meramente opiniones 
de los declarantes, y en cuanto a lo relatado por el padre de la 
víctima en el sentido de que ella malinterpretó los hechos y que el 
acusado solo la rosó con una de sus manos cuando buscaba una 
sábana, tampoco se le confiere valor probatorio, ya que se 
encuentra en contraposición con lo declarado por la menor ante 
este tribunal, relato al cual se le confirió valor preponderante por 
encontrarse debidamente corroborado en la manera en que se ha 
precisado en esta fallo, y por ser coherente, lógico, convincente y 
sin ninguna reticencia. En tales condiciones, es que a estos 
testimonios de la abuela y el padre de la víctima solamente se les 
otorga credibilidad y eficacia demostrativa sobre los aspectos que 
se encuentran corroborados. 

 
Por lo que respecta al segundo elemento del delito de 

abuso sexual, también se tiene por acreditado con las mismas 
pruebas ya mencionadas, principalmente la declaración de la 
menor ********** pues de la información generada y de una 
inferencia lógica, se acredita que el activo no tenía la intención 
directa de llegar a la cópula con la prenombrada menor, pues la 
mecánica de los hechos no arroja evidencia de que el activo tuviera 
tal intención, específicamente porque del relato de la menor se 
desprende que, aun y cuando el agente del delito le bajó su short y 
su ropa interior, la acción que realizó fueron tocamientos en su ano 
y su vagina. Es decir, la conducta del enjuiciado refleja que no fue 
su intención directa imponer cópula a la víctima. 

Y respecto al tercero de los elementos del ilícito en estudio, 
consistente en que la acción se lleve a cabo sin el consentimiento 
de la víctima; se demostró que el acto erótico sexual se llevó a cabo 
sin el consentimiento de la pasivo **********, ya que de su relato, el 
cual ya fue analizado y valorado en esta determinación, se 
desprende que el acusado, en virtud de la relación de parentesco 
existente, es decir que era su tío, y habitaban en el mismo domicilio, 
incluso pernoctaba en la misma habitación, aprovechó 
precisamente esa circunstancia para realizar los tocamientos ya 
indicados, cuando ella se encontraba dormida, y al sentir lo anterior 
fue precisamente que se despertó, lo cual pone de manifiesto que 



 
 
 

 
aquellos actos eróticos que el acusado ejecutó en su cuerpo, fueron 
sin su consentimiento. 

 
En este apartado se destaca la experticia a cargo de 

**********, perito en psicología del Instituto de Criminalística y 
Servicios Periciales de la Fiscalía General de Justicia del Estado, 
quien explicó que en fecha 1 de agosto de 2024, realizó un dictamen 
psicológico a la menor de iniciales **********, de ********** años de 
edad en aquel entonces. 

 
Indicó la metodología que siguió para la realización de dicha 

experticia, como lo fue una evaluación clínica forense de la cual se 
desprende la entrevista clínica semiestructurada, la cual tuvo una 
duración aproximada de 1 hora, y en la cual estuvo acompañada 
por su abuela paterna de nombre **********, pero se encontraba en 
una sala de espera. En dicha entrevista, en relación a los 
antecedentes del caso, la niña refirió que estaban denunciando a 
un primo de nombre **********, de ********** años de edad, así como 
otro primo de nombre **********, de **********años de edad, y que los 
hechos habían ocurrido en casa de su abuela paterna en la colonia 
**********, en *******************, que los hechos cometidos por 
********** acontecieron cuando ella contaba con * años, y que hubo 
un día que su papá la llevó con su mamá, con la cual casi no 
convivía, ya que los había dejado, que narró ciertos hechos 
respecto a su primo **********, y en relación a su primo ********** le 
tocaba sus partes íntimas, ya que un día se quedó a dormir con su 
papá, pero éste se iba a trabajar y se metió a bañar, que este primo 
había llegado borracho, ella estaba acostada, él la empieza a jalar, 
a bajar su short así como su calzón y deja al descubierto un poco 
sus pompis, que empezó a sentir que le estaba picando por donde 
ella hace popó, volteó a ver y él la estaba aluzando con una lámpara 
del celular, luego le tocó la rayita de adelante de su parte íntima, 
luego éste se fue a dormir abajo y ella le comentó a su papá, por lo 
que su papá le dijo a su abuelita y vio que ésta regañó a **********. 
Que después ella le dijo a su mamá cuando la vio. 

Describió que la menor presentó indicadores clínicos de una 
afectación emocional como lo fue el estado emocional ansioso y 
temeroso, pensamientos de que el acusado le pudiera volver a 
hacer lo mismo, sentimientos de vergüenza, entre otros. 

 
Concluyó que la evaluada se encontraba bien ubicada en 

tiempo, espacio y persona, sin datos de psicosis o discapacidad 
intelectual que afectara su juicio y razonamiento. Con alteración en 
su estado emocional lo cual se evidenció en un afecto ansioso, 
temeroso y de tristeza derivado de los hechos denunciados. 
Presentó datos y características de haber sido víctima de una 
agresión sexual, y en la ejecución de los hechos se encontró en una 
relación de desigualdad en cuanto a edad, madurez y poder, siendo 
utilizada como objeto sexual por la persona investigada. Que su 
dicho se consideró confiable, ya que cumple con los criterios para 
evaluación de un testimonio como lo son estructura lógica, anclaje 
contextual, descripción de interacciones, detalles del delito y con un 
afecto acorde a lo esperado. Que derivado de lo anterior, sí se 
procura y facilita un trastorno sexual en la menor, ya que vivió un 
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evento de índole sexual no acorde a su edad que deja huella en su 
pensamiento y afecta su sano desarrollo. Además, se procura y 
facilita una depravación a futuro, ya que con la conducta 
desplegada por el denunciado, la niña obtuvo información sexual 
errónea que pudiera cambiar su sistema de valores. Por tal motivo, 
a consecuencia de los hechos la evaluada presentó daño 
psicológico, ya que vivió un evento marcadamente negativo de 
índole sexual que afecta su sano desarrollo así como su libre 
desarrollo de la personalidad. Que por la etapa de desarrollo en que 
se sitúa la evaluada, se encuentra en un estado de vulnerabilidad, 
ya que por sus recursos psicológicos y cognitivos se encuentran en 
desarrollo y no puede sustraerse ante situaciones del riesgo, ya que 
el delito ocurrió dentro de su contexto familiar. Por lo anterior, le 
menor requiere un tratamiento psicológico en el ámbito privado con 
una duración no menor a 12 meses y una frecuencia de una sesión 
por semana, siendo el especialista que brinde dicho tratamiento 
quien determine el costo del mismo. 

 
Prueba pericial, que a este tribunal le genera convicción, ya 

que la perito en mención, siguiendo los principios que a dicha 
experticia le son inherentes, utilizó como método la entrevista 
clínica semiestructurada, por medio de la cual tuvo la oportunidad 
de tener contacto personal y directo con la víctima, a quien 
entrevistó, observó su comportamiento, y percibió de manera 
directa los indicadores clínicos que presentaba; asimismo, se 
advierte que el fundamento de la opinión vertida en el dictamen 
practicado a la menor víctima está basado en los hechos y 
circunstancias que le expuso al momento de ser evaluada, los 
cuales tienen concordancia plena con el testimonio de la víctima 
rendido ante esta presencia judicial, y consecuentemente con los 
hechos que son materia del presente juicio; por lo tanto, es evidente 
que los indicadores como la alteración de su estado emocional, 
ansiedad y tristeza que presentaba la víctima, tienen relación 
directa y son consecuencia de los hechos denunciados, es decir, de 
la agresión sexual de que fue objeto, específicamente el hecho de 
que el acusado haya ejecutado en su cuerpo los actos eróticos 
sexuales que han quedado descritos, pues lógicamente este 
acontecimiento se estima que es suficiente para causar un impacto 
negativo para cualquier víctima y más aún para para una menor que 
contaba con tan solo ********** años al momento de los hechos, 
quien se encontraba en un estado de vulnerabilidad, por ser mujer 
y menor de edad, además por la calidad del sujeto activo, existía 
una relación de parentesco, de la cual se aprovechó el agente del 
delito para ejecutar los hechos. 

Entonces, es lógico concluir que presentó esos indicadores 
ya que efectivamente fue víctima de ese evento, es decir, que el 
agente del delito realizó en su persona actos eróticos sexuales, en 
los términos ya descritos, y que evidentemente esa acción fue sin 
consentimiento de la citada pasivo, puesto que en caso de que ello 
no se hubiera verificado de esa manera, no hubiera presentado ese 
estado emocional al momento de que se le practicó el dictamen ni 
los síntomas ya referidos, los cuales son propios en víctimas de una 
agresión sexual, lo que pudo constatar la perito, de acuerdo a sus 
conocimientos especiales en la materia, amén de que expresó que 



 
 
 

 
el dicho de la víctima se estima confiable por haber cumplido con 
los criterios que describió, opinión con la cual concuerda la suscrita 
juez en los términos señalados al valorar el testimonio de la pasivo, 
de ahí que no se duda que efectivamente el evento de naturaleza 
sexual que se juzga, se verificó de la forma en que fue planteado 
en la teoría del caso de la fiscalía. 

 
No se pasa por alto que se desahogó la declaración de 

**********, quien indicó que es psicóloga y en fecha 10 de julio de 
2025 realizó un dictamen a la menor **********, quien acudió a su 
consultorio acompañada de sus abuelos paternos, más tarde llegó 
el padre de la menor. Que el motivo de la valoración era porque la 
niña había sufrido unos tocamientos y tenían la intención de que se 
descartara o se confirmara lo mencionado, que esos posibles 
tocamientos los había realizado un primo, esa información la obtuvo 
del dictamen de la fiscalía, que primero escuchó la narrativa de la 
abuela y ésta dijo que se señalaba al primo de posibles 
tocamientos. Indicó que cuando entrevistó a la menor, ésta no negó 
ni afirmó haber recibido tocamientos por parte de su primo **********. 
Que en su dictamen estableció que la menor se encontraba bien 
ubicada en tiempo, espacio y persona, sin lesiones orgánicas 
aparentes, con capacidad de diferenciar lo verdadero de lo no 
verdadero; que su memoria episódica de la menor al momento de 
la menor se consideró como adecuada, sin ningún indicador de 
alteraciones. 

 
Sin embargo, esta pericial no genera convicción en esta 

autoridad, ya que al confrontarlo con el diverso de la perito del 
Instituto de Criminalística y Servicios Periciales de la Fiscalía 
General de Justicia del Estado, tenemos que este último es el que 
genera convencimiento en este tribunal sobre sus conclusiones, 
medularmente porque concuerda con la versión que en forma 
personal y ante la inmediación de las partes rindió la menor víctima, 
es decir, ésta afirmó haber sido víctima del eventos de índole sexual 
que refirió por parte de **********, testimonio que, como se dijo, 
encontró corroboración con el resto de la prueba producida en el 
juicio y analizada en esta determinación, de tal manera que si el 
dictamen de la profesionista **********, no encuentra concordancia 
con el resto de la prueba, es evidente que no es factible conferirle 
eficacia demostrativa alguna, ya que su conclusión en el sentido de 
que la pasivo no presentó indicadores de agresión sexual, no se 
encuentra sustentada debidamente en evidencia y datos objetivos 
que le otorguen razonabilidad y confiabilidad. 

Esto es así, ya que es notorio que esta autoridad tiene a su 
cargo la valoración de todas y cada una de las pruebas, y por ende, 
goza de la más amplia libertad para calificar la fuerza probatoria de 
los dictámenes periciales, ya sea concediéndoles valor o 
negándoles eficacia probatoria, siempre y cuando se aprecien y se 
motive dicha valoración conforme a la sana crítica, tal como se ha 
realizado en este caso; al respecto, es ilustrativo el siguiente criterio 
judicial inmerso en la tesis cuyo rubro dice: 
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“PERITOS. EL JUEZ GOZA DE LA MÁS AMPLIA LIBERTAD 

PARA CALIFICAR EL VALOR PROBATORIO DE LOS DICTÁMENES 
EMITIDOS POR AQUÉLLOS.”4 

 

En estas condiciones, reitera la acreditación de la 
materialidad del delito de abuso sexual, previsto por los artículos 
259, 260 fracción II, y 260 Bis fracciones V y VI, todos ellos del 
Código Penal vigente del Estado, dado que, como quedó explicado 
en el presente fallo, en la ejecución de los hechos, se demostró que 
existió el contacto desnudo con genitales y partes íntimas de la 
pasivo, pues el acusado le realizó tocamientos a la víctima en el 
área del ano y la vagina; asimismo, ********** era menor de 13 años, 
pues al momento de la comisión delictiva contaba con ********** 
años de edad, aunado a que los hechos se cometieron con violencia 
psicológica, ya que a consecuencia de ello se causó una afectación 
emocional y en el desarrollo de la personalidad a la pasivo, pues la 
perito en psicología de la intención de la fiscalía describió 
puntualmente dichas afectaciones. 

 
Ahora bien, en relación a la agravante invocada por la 

fiscalía, prevista en el artículo 269, primer párrafo, del Código Penal 
del Estado, en criterio de este tribunal, la misma se encuentra 
acreditada, ya que el activo resultó ser pariente consanguíneo en 
línea colateral, de la víctima, ya que como se precisó en esta 
resolución, la víctima identificaba al acusado ********** como su tío, 
y efectivamente se encuentra acreditado el parentesco colateral 
entre ambos, pues se estableció que el antes nombrado es hijo de 
**********, hermano de **********, quien es abuela paterna de la 
menor pasivo. 

 
Lo anterior se demostró medularmente con los testimonios 

de ********** y **********, quienes fueron claros en señalar aquel 
grado de parentesco respecto del ahora acusado. 

 
Esto se corroboró con las documentales incorporadas por la 

fiscalía, consistentes en: 1) Copia certificada del acta de nacimiento 
de **********, con fecha de nacimiento del **********, registrada en el 
libro **********, acta número **********, de fecha ** de ***** de ****, 
levantada por el oficial del registro civil número **********, con 
residencia en el municipio de Guadalupe, Nuevo León; y 2) Copia 
certificada del acta de nacimiento de **********, con fecha de 
nacimiento del * de ***** de *****, registrada en el libro **********, 
acta número **********, de fecha ** de **** de *****, levantada por el 
oficial del registro civil número **********, con residencia en el 
municipio de Guadalupe, Nuevo León. 

 
Documentales públicas que merecen valor probatorio y 

eficacia demostrativa, ya que fueron expedidas por el registro civil, 
que es la dependencia a la cual le compete lo referente a la 
certificación del estado civil de las personas, y con las cuales en su 
conjunto se acredita el parentesco ya mencionado, aunado a que 
las mismas no fueron controvertidas en cuando a su contenido y 

 

 

4 Novena Época. Número de registro **********. Tribunales Colegiados de Circuito. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo X. agosto de 1999. Tesis I.8o.C.28 K. Página **********. 



 
 
 

 
autenticidad, no obstante la defensa tuvo la oportunidad de ejercer 
la contradicción. 

 
Es así que se surte la hipótesis en cuestión, y se acredita la 

agravante invocada por la fiscalía. 
 

7. Tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad. 
 

7.1. Luego entonces, en el presente caso tenemos que en el 
ilícito de abuso sexual, se satisfacen los elementos positivos del 
delito denominado tipicidad, que no es otra cosa más que la 
adecuación de los hechos o conducta con la descripción legal 
formulada en abstracto por el legislador, ya que la conducta 
desplegada por el activo para ejecutar la misma en contra de la 
víctima, encuadra perfectamente en la descripción típica del delito. 

 
7.2. En este esquema de pensamientos, también se declara 

demostrada la antijuridicidad, al no existir alguna causa de 
justificación a favor del sujeto activo, ya que por el tipo de delito 
dichas circunstancias es incompatible. 

 
7.3. Y con respecto al elemento culpabilidad, éste se 

manifiesta dada la naturaleza de los ilícitos, a través de una de sus 
formas como lo constituye el dolo, previsto por el artículo 27 de 
dicha Codificación Sustantiva, que no es otra cosa que ejecutar 
intencionalmente el hecho que es sancionado como delito; lo cual, 
se declara demostrado primordialmente con lo desahogado en 
juicio, de las cuales pudimos advertir que la conducta desarrollada 
por el acusado estuvo inmersa en la intencionalidad de haber 
realizado los actos que integraron el tipo penal acreditado en 
perjuicio de la víctima, por lo tanto es evidente que el activo ejecutó 
en el cuerpo de la víctima los actos eróticos que ya fueron descritos, 
con conocimiento de que dicha conducta es delictiva. 

8. Análisis del delito de CORRUPCIÓN DE MENORES. 
 

Ahora bien, procede ahora realizar el estudio del delito de 
corrupción de menores, el cual indicó la fiscalía, se encuentra 
previsto por el numeral 196, fracciones I y II, del Código Penal del 
Estado, que a la letra dice: 

 
ART. 196.- Comete el delito de corrupción de menores o de 

personas privadas de la voluntad, quien realice con menor de edad o con 
persona privada de la voluntad, respectivamente, cualquiera de las 
siguientes conductas: 

I. Procure o facilite cualquier trastorno sexual; 
II. Procure o facilite la depravación. 

 
En el caso concreto, los elementos de dicha figura delictiva 

son: 
 

1.- Que el activo realice una conducta respecto de una 
persona menor de edad; 

 
2.- Que dicha conducta procure o facilite cualquier 

trastorno sexual, o la depravación de la víctima; 
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Al efecto, por principio de cuentas, se estima pertinente 
establecer que según el Diccionario de la Lengua Española de la 

Real Academia Española5, el término “procurar” significa hacer 
diligencias o esfuerzos para que suceda lo que se expresa (es decir 
que en el caso concreto, el sujeto activo debe efectuar actos 
encaminados directamente a conseguir su finalidad de corromper al 
pasivo); en tanto que, el vocablo “facilitar” quiere decir hacer fácil o 
posible la ejecución de algo o la consecución de un fin (en este 
caso, hacer fácil o posible la depravación o el trastorno sexual del 
pasivo). 

Mientras que en cuanto al “trastorno sexual”6 es un estado 
funcional o comportamental que infiere en el ejercicio considerado 
normal de la función sexual (es decir, que se altera el sentido normal 
de la sexualidad del pasivo). 

 
Así, de la literalidad con que se encuentra estructurado dicho 

artículo, en su primera fracción, se infiere con toda claridad que la 
descripción típica no requiere de la materialización de un resultado, 
sino que se limita a describir una conducta, la calidad del sujeto 
pasivo y el efecto que se pretende evitar, es decir, un trastorno 
sexual más en ninguna forma supedita la configuración del ilícito a 
la demostración de tales efectos o resultados. 

 
En efecto, se concluye que para la actualización de la figura 

delictiva en estudio, en cuanto a las fracciones I y II, no se requiere 
como elemento constitutivo, la actualización de un trastorno sexual 
o depravación en la persona del pasivo; sino que basta que 
mediante conductas de procuración o facilitación se coloque 
en riesgo el bien jurídico tutelado, para que se actualice el delito 
en cuestión; siendo que el bien jurídico que tutela esta figura típica, 
es la moral pública y las buenas costumbres, y no la libertad o 
seguridad sexual del pasivo, ya que este delito se encuentra 
catalogado dentro del capítulo II, del título quinto, del libro segundo, 
del Código Penal del Estado, que lleva por nombre “Delitos contra 
la moral pública”. 

De ahí que, en cuanto a este punto, efectivamente tenemos 
que para la acreditación de dicho ilícito no se requiere la 
actualización del trastorno sexual o de la depravación en la persona 
del pasivo. 

 
Sirve de sustento a lo anterior la Tesis Obligatoria para esta 

Juzgadora, emitida por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, que a continuación se reproduce: 

“Registro número TSJ030011. Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia. Tesis Obligatoria. Materia Penal. CORRUPCIÓN DE 
MENORES. EN TRATÁNDOSE DE LAS HIPOTESIS PREVISTAS 
EN LAS FRACCIONES I Y II, DEL ARTÍCULO 196, DEL CÓDIGO 
PENAL PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN; CONSTITUYE UN 

 

5 Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, consultable en la página Web oficial de dicha sociedad 
lingüística (www.rae.es). 
6 Consultable en la página web www.monografias.com>> Psicología 

http://www.rae.es/
http://www.monografias.com/


 
 
 

 

DELITO DE PELIGRO QUE NO EXIGE UN RESULTADO. El delito 
de corrupción de menores previsto en el artículo 196, facciones I y 
II, del Código Penal para el Estado de Nuevo León, cuyo tenor es 
el siguiente: “Comete el delito de corrupción de menores o de 
personas privadas de la voluntad, quien realice con menor de edad 
o con persona privada de la voluntad, respectivamente, cualquiera 
de las siguientes conductas: I. Procure o facilite cualquier trastorno 
sexual; II. Procure o facilite la depravación; o”; constituye un delito 
de peligro y no de resultado. Contradicción de criterios número 
10/2009. Entre los sustentados por las salas unitarias penales 
Segunda, Cuarta, Sexta, Décima, Undécima, Duodécima, Décima 
Tercera y Décima Cuarta, todas del Tribunal Superior de Justicia 
del Estado. 19 de marzo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: 
Magistrado Francisco Javier Mendoza Torres. Proyectista: Saúl 
Silva Mancillas. En la inteligencia que esta tesis es obligatoria para 
las salas y juzgados del Poder Judicial del Estado de Nuevo León, 
en términos de los artículos 96, fracción V, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, 18, fracción I, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Nuevo León, y 
21, 22 y 36 del Reglamento Interior del Tribunal Superior de Justicia 
del Estado de Nuevo León.” 

 
Así las cosas, el primer elemento del tipo penal en análisis 

quedó acreditado con el testimonio de la víctima **********, así como 
con el testimonio de la madre de ésta ********************probanzas 
a las que se les reitera el valor probatorio indicado en este fallo, y 
con las que se acreditó que en la época de los hechos perpetrados 
por el aquí acusado, la víctima contaba con ********** años de edad. 

 
Lo anterior se confirmó con la documental consistente en la 

copia certificada del acta de nacimiento de la mencionada ********** 
de la cual se desprende que su fecha de nacimiento es el **********. 

 
Luego, respecto al segundo elemento del delito en cuestión, 

referente a que el activo procure o facilite cualquier trastorno sexual 
o la depravación, se toman en consideración los hechos 
demostrados en esta determinación, es decir, que el acusado 
ejecutó en el cuerpo de la víctima un acto erótico sexual, como lo 
fueron los tocamientos que le realizó en el área anal y vaginal. 

Lo que se enlaza con la declaración de la perito en psicología 
**********, del cual se desprende que los hechos de que fue víctima 
**********, procuran ese tipo de resultado en la pasivo, es decir, un 
trastorno sexual y la depravación. 

 
Ahora bien, se debe precisar que el delito de corrupción de 

menores, para su configuración, exige que el activo realice 
conductas con un menor de edad que procuren o faciliten cualquier 
trastorno sexual y depravación, y una vez analizados los resultados 
que arrojan el dictamen psicológico practicado a la afectada, se 
considera la prueba idónea para acreditar este extremo, toda vez 
que se trata de una profesional en la rama de la psicología con 
conocimientos en la materia, refiriendo que la víctima presenta 
características de haber sido víctima de agresión sexual que se ve 
reflejado en el mismo relato de los hechos, aunado a que se 



 
 
 

 

 
PODER JUDICIAL DEL 

ESTADO DE NUEVO LEÓN 

 
CO000039838232 

SENTENCIAS 
SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 
 
 
 
 

encontraba en una relación de desigualdad en cuanto a madurez, 
poder y fuerza; presentaba datos que indicaban que pudiera 
presentarse en ella un trastorno sexual al haber vivido dicho evento 
en la infancia, ya que estos hechos afectan su sano desarrollo 
psicosexual. 

 
En este sentido, se estima que para la acreditación del 

segundo elemento del delito se requiere que la conducta del activo 
revista las características de procurar o facilitar en la menor un 
resultado deseado, de tal suerte que el reproche no se encuentra 
supeditado al grado de afectación que se produzca en la pasivo, 
pues estimar lo contrario equivaldría a concluir que la demostración 
del delito en estudio tiene validez solamente si se produce el efecto 
que el legislador refirió para evitar este tipo de conductas, dando 
lugar a que tratándose de víctimas que por alguna razón no 
presentan sintomatología que revelen algún grado de trastorno 
sexual o depravación, resultaría jurídicamente improcedente ejercer 
acción penal en contra de su victimario, dejando impune la conducta 
y carente de todo sentido la existencia del tipo penal analizado para 
estos casos, por lo que, para acreditar el delito de corrupción de 
menores en las hipótesis de las fracciones I y II, no es necesario 
acreditar que la víctima presente síntomas actuales de trastorno 
sexual o depravación. 

 
Este Tribunal estima que dichas pruebas aportan elementos 

de convicción que justifican el ilícito en mención, así como la 
intencionalidad del activo, pues se demostró que el aquí acusado 
ejerció diversas conductas de índole sexual en perjuicio de la 
pasivo, en los términos acreditados en este fallo, y que fueron 
constitutivos del diverso delito de abuso sexual, lo que evidencia 
una conducta sexual que evidentemente denota su intencionalidad 
de corromper, teniendo aplicación al respecto de este último punto, 
la tesis de carácter obligatorio emitida por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, con número de registro TSJ030012, 
cuyo rubro es el siguiente: “CORRUPCIÓN DE MENORES. EN 
TRATÁNDOSE DE LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN LAS 
FRACCIONES I Y II, DEL ARTÍCULO 196, DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN; REQUIERE PARA SU 

EXISTENCIA DE LA INTENCIONALIDAD EN EL ACTIVO7.” 

9. Tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad. 
 

9.1. Luego entonces, en el presente caso tenemos que en el 
ilícito de corrupción de menores, se satisfacen los elementos 
positivos del delito denominado tipicidad, que no es otra cosa más 
que la adecuación de los hechos o conducta con la descripción legal 
formulada en abstracto por el legislador, ya que la conducta 
desplegada por el activo para ejecutar la misma en contra de la 
víctima, encuadra perfectamente en la descripción típica del delito. 

 

7 Contradicción de criterios número 10/2009. Entre los sustentados por las salas unitarias penales Segunda, Cuarta, 
Sexta, Décima, Undécima, Duodécima, Décima Tercera y Décima Cuarta, todas del Tribunal Superior de Justicia del  
Estado. 19 de marzo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Magistrado Francisco Javier Mendoza Torres. 
Proyectista: Saúl Silva Mancillas. En la inteligencia que esta tesis es obligatoria para las salas y juzgados del Poder  
Judicial del Estado de Nuevo León, en términos de los artículos 96, fracción V, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Nuevo León, 18, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Nuevo León, y  
21, 22 y 36 del Reglamento Interior del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Nuevo León. 



 
 
 
 

 
9.2. En este esquema de pensamientos, también se declara 

demostrada la antijuridicidad, al no existir alguna causa de 
justificación a favor del sujeto activo, ya que por el tipo de delito 
dichas circunstancias es incompatible. 

 
9.3. Y con respecto al elemento culpabilidad, éste se 

manifiesta dada la naturaleza de los ilícitos, a través de una de sus 
formas como lo constituye el dolo, previsto por el artículo 27 de 
dicha Codificación Sustantiva, que no es otra cosa que ejecutar 
intencionalmente el hecho que es sancionado como delito; lo cual, 
se declara demostrado primordialmente con lo desahogado en 
juicio, de las cuales pudimos advertir que la conducta desarrollada 
por el acusado estuvo inmersa en la intencionalidad de haber 
realizado los actos que integraron el tipo penal acreditado en 
perjuicio de la víctima, por lo tanto es evidente que el activo ejecutó 
la conducta con conocimiento de que dicha era delictiva. 

 
En estas condiciones, se demuestra plenamente la 

existencia del delito de corrupción de menores, previsto y 
sancionado por el artículo 196 fracción I y II, del Código Penal del 
Estado. 

 
10. Responsabilidad Penal. 

 
La responsabilidad que le resulta al acusado **********, en la 

comisión de los delitos de abuso sexual y corrupción de 
menores, cometido en perjuicio de ********** en los términos ya 
precisados, se tiene por acreditada, ya que del material probatorio 
desahogado en juicio, se deriva la participación del referido acusado 
en la perpetración de dicho ilícito, de acuerdo con lo previsto por el 
artículo 39 fracción I8 del Código Penal vigente del Estado, es decir, 
como autor material y directo al haber desplegado de manera 
personal la conducta que le es atribuible. 

Pues tenemos en primer término que la menor en mención 
se refirió en su relato al acusado como su tío **********, quien 
habitaba en el mismo domicilio que ella, además describió en forma 
detallada los tocamientos que le realizó; y al tenerlo a la vista en el 
enlace por videoconferencia a través del cual se llevó a cabo la 
audiencia, lo reconoció e identificó claramente, refiriendo además el 
color de la vestimenta que portaba. 

 
Por lo tanto, se tiene que lo reconoció plenamente y sin lugar 

a dudas como el autor de los hechos. 
 

Ese reconocimiento fue realizado en forma libre, sin 
inducción de ninguna naturaleza, y es totalmente creíble, ya que 
conocía al agresor, ya que como lo refirió lo identificaba como su 
tío, y habitaba en el mismo domicilio en la época de los hechos, por 

 

8 Artículo 39.- “Responderán por la comisión delictiva quien o quienes pongan culpablemente una condición de lesión jurídica, 
entendiéndose por tal, un comportamiento psíquico o físico, que trasciende al delito, que de no haberse dado o no haber existido, 
tampoco se hubiera dado la conducta delictiva. Por tanto, debe entenderse que ponen culpablemente una condición del resultado: 
Fracción I.- Los autores intelectuales y los que tomen parte directa en la preparación o ejecución del mismo. 
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ello, es claro que lo conocía. Asimismo, la suscrita juzgadora, a 
través de la inmediación advirtió que precisamente la víctima se 
refirió al acusado como la persona que la había agredido 
sexualmente en la forma descrita. 

 
Esto también se corrobora con la información que generó la 

ofendida **********, quien identificó al acusado **********, a quien se 
refirió como la persona que su hija le refirió que le realizó 
tocamientos de la manera ya descrita en este fallo, y quien vivía en 
el mismo domicilio donde habitaba la pasivo. 

 
Por ello, y al tenor de dichas pruebas, las cuales ya fueron 

valoradas en esta determinación, se estima acreditada la plena 
responsabilidad de ********************en la comisión del delito de 
abuso sexual, toda vez que resulta ser la persona que el día ** de 
****** de 2024, aproximadamente a las **** horas, ejecutó en el 
cuerpo de la menor **********, quien en esa época contaba con 
********** años de edad, actos eróticos sexuales, sin el 
consentimiento de ésta, ya que en dicha fecha y hora, al estar en 
su domicilio ubicado en calle **********, del municipio de 
****************, Nuevo León, le realizó tocamientos en su área anal 
y vaginal, y con lo anterior procuró un trastorno sexual y la 
depravación de la prenombrada menor. 

 
Por lo tanto, no existe duda de que fue precisamente el 

acusado en mención quien desplegó la conducta delictiva, por lo 
que se encuentra acreditada plenamente su responsabilidad en la 
comisión de los delitos de abuso sexual y corrupción de 
menores. 

 
Ahora bien, en cuanto a los alegatos de la defensa; 

primeramente, en relación a que hubo inconsistencias relevantes, 
vacíos en la investigación y ausencia de pruebas objetivas que 
acreditaran la responsabilidad del acusado; no obstante, no le 
asiste la razón a la defensa, pues en criterio de este tribunal no se 
evidenciaron en el juicio esas circunstancias, sino por el contrario, 
la prueba generada en el debate se estimó suficiente para vencer 
la presunción de inocencia que le asistía al acusado en los términos 
y por las consideraciones plasmadas en esta resolución. 

Argumentó también que las declaraciones que se 
escucharon en el juicio dejaron dudas razonables, pero no precisó 
de manera alguna cuáles fueron esas supuestas dudas, y contrario 
a esa opinión, después del análisis acucioso de los medios de 
convicción desahogados, no se evidenció ninguna duda en cuanto 
a los hechos penalmente relevantes. 

 
Adujo que los elementos de la Agencia Estatal de 

Investigaciones, únicamente identificaron el domicilio, pero no la 
recámara, si bien esto es así, el valor que se confirió a esos 
testimonios lo fue precisamente en ese sentido, es decir, respecto 
a la confirmación de la ubicación y materialidad de aquel inmueble, 
y en cuanto a existencia y características de la recámara, se 
acreditó tanto con el dicho de la víctima, así como de su padre y 
abuela. 



 
 
 
 

 
En relación al tema de que el dictamen de la perito en 

psicología **********, se encontraba viciado de origen al carecer de 
la autorización de alguno de los padres, y que no existió la 
videograbación. Debe decirse que, en cuanto al consentimiento 
para la realización del dictamen psicológico que alegó la defensa, 
existen criterios sobre el interés superior de los menores y en 
cuanto atañe a casos médicos o también de urgencia donde se 
considere que está en riesgo el menor, cualquier familiar puede 
realizar ese tipo de función y adicionalmente debe de tomarse en 
cuenta, siempre que sea posible de acuerdo a la al propio menor al 
evaluado, su opinión, y la opinión de la menor en este caso, fue 
clara ya que plasmó con su con su propia letra, incluso se 
advirtieron faltas de ortografía y acorde a la edad con que cuenta, 
pero ello no implica que hay vicios, o que se demerita con ello la 
función de la profesional que evaluó a la víctima. Además, se 
considera por el tribunal que no es que la perito en psicología emita 
un juicio sobre si se hizo o no el abuso, sino que a las preguntas de 
fiscal, explicó simplemente el por qué considera que sí se cumplen 
con los indicadores sugeridos para ello, y cuáles son las 
afectaciones con las que resultó la menor evaluada a consecuencia 
del hecho denunciado. 

 
También alegó el defensor que el dicho de la madre de la 

menor no es fiable, empero, no indicó por qué motivo consideraba 
lo anterior, y contrario a esa opinión, esta tribunal valoró ese 
testimonio con eficacia demostrativa en los términos y por las 
consideraciones que se plasmaron en el apartado correspondiente 
de este fallo. 

 
Adujo el patrocinador jurídico del acusado que a la menor no 

se le practicó ningún dictamen ni evaluación médica, empero, esa 
circunstancia no es determinante ni se exige para la demostración 
de la clase de los delitos que se analizaron en el juicio, de ahí que 
la falta de alguna experticia médica no incide en las conclusiones a 
que ha llegado este tribunal. 

Señaló que en cuanto a los testimonios de ********** y 
**********, se desprende que no existió un acto de índole sexual en 
contra de la menor, no obstante, éstos no se encontraban presentes 
al momento de los hechos, por lo que no se encuentran en posición 
de afirmar lo anterior, y en cuanto al valor de sus declaraciones, ya 
se estableció lo conducente en diverso capítulo de esta 
determinación, por lo que nos remitimos a dichas consideraciones 
a fin de e vitar repeticiones innecesarias. 

 
Abundó la defensa en que de la declaración de la niña 

**********, se advirtió que las respuestas se encontraban 
preparadas, ya que alegó situaciones de golpes, por lo que 
considera la defensa que dicha narrativa fue prefabricada, por lo 
que no merece fiabilidad, dado que no identificó correctamente en 
lugar de los hechos. Al respecto, este tribunal llegó a la 
determinación de que no se evidenció alguna situación de 
manipulación, coacción, intenciones distintas, ni por la menor ni 
tampoco respecto de la madre de ésta, ni mucho menos por la perito 
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en psicología del Instituto de Criminalística y Servicios Periciales, y 
si bien la madre de la víctima mencionó incluso los aspectos 
legales, los cuales se encuentren o no vigentes como familia, lo 
cierto es que tampoco se advierten que haya sido ese el motivo por 
el cual la víctima relató los hechos, incluso tenían tiempo de 
convivencia cuando iba con su mamá, cuando iba con su papá, que 
no la veía todo el tiempo y no hay otros antecedentes que indiquen 
una condición distinta, sino por el contrario, como se indicó al 
valorar su testimonio, este fue espontaneo y se advirtió sinceridad 
en sus manifestaciones, sin que se haya evidenciado ni aun 
indiciariamente algún sesgo, parcialidad, o la existencia de algún 
motivo para perjudicar al acusado. 

 
En cuanto a las argumentaciones de la defensa sobre el 

diverso peritaje que fue rendido por la psicóloga **********, ya se 
indicó en el apartado correspondiente el por qué no se le confirió 
valor probatorio, por lo tanto la existencia de ese dictamen no 
resulta suficiente para restar valor al que inicialmente se realizó 
sobre la menor víctima, incluso llama la atención ese aspecto de 
que no hay un motivo clínico sugerido o aparente que diera lugar a 
que se realizara esa posterior evaluación, además la primer perito 
mencionó esta situación de revictimizar a un menor de edad. No 
obstante, se realizó, y obviamente la defensa y su representado 
están en posibilidad de ejercer ese derecho de realizar los actos 
probatorios que estimen pertinente, pero no porque exista tal 
experticia se puede demeritar en forma automática la valoración 
que ya se le había efectuado, porque, como ya se indicó, se 
encuentra en concordancia con el dicho de la menor víctima, el cual 
encontró la corroboración debida con el resto de la prueba 
producida en el juicio. 

 
Respecto a lo mencionado por esta perito en el sentido de 

que la menor pudiera estar influenciada por un recuerdo implantado, 
ese aspecto no se acreditó de ninguna manera en el juicio, por lo 
que se trata de una opinión, que incluso dicha perito no afirmó en 
forma concluyente. 

Sobre el alegato de la falta de aplicación pruebas a la menor 
evaluada por la perito de la fiscalía, ésta fue clara en establecer que 
no fue necesario realizar pruebas psicológicas, ya que las mismas 
son utilizadas como auxiliares cuando la persona no es capaz de 
verbalizar síntomas a través de la narrativa, y en cuanto a las 
videograbaciones de las entrevistas, si bien son recomendadas o 
sugeridas, tampoco tienen un efecto de obligatoriedad para poder 
soportar esta validez del dictamen, porque pues prevalece el interés 
superior del menor y su posibilidad de ser consideradas en 
cualquier procedimiento de naturaleza judicial siempre y cuando 
puedan emitir esa opinión y debe también incluso garantizarse por 
parte de todos los operadores del sistema judicial. 

 
En tales condiciones, se estiman infundados los alegatos de 

la defensa. 
 

11. Sentido del fallo. Este autoridad, con las pruebas 
desahogadas en el juicio, y analizadas de acuerdo a la libre 



 
 
 

 
apreciación, basada en la sana crítica, sin contradecir las reglas de 
la lógica, del razonamiento común y de los conocimientos 
científicos, de conformidad con lo establecido en los artículos 265, 
359 y 402 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
utilizando los principios fundamentales del sistema acusatorio, 
concluye que se probó más allá de la duda razonable, la 
acusación que el Ministerio Público realizó en contra del acusado 
**********, en la comisión de los delitos de abuso sexual y 
corrupción de menores, cometidos en contra de **********; en 
términos de los numerales 27 y 39 fracción I del Código Penal 
vigente en la Entidad; y en consecuencia, se dicta SENTENCIA 
CONDENATORIA en contra del mismo por su responsabilidad 
penal en dichos ilícitos. 

 
12. Clasificación del delito, individualización de la 

sanción y reparación del daño. 

12.1. Clasificación del delito. 
Sobre este tópico el Ministerio Público solicitó a este 

tribunal que se imponga al acusado la pena que prevén los artículos 
260, fracción II, y 260 Bis, fracciones V y VI, así como la agravante 
descrita en el numeral 269 todos del Código Penal del Estado. 

 
En ese sentido, y toda vez de que se acreditó la 

responsabilidad penal del acusado en la comisión de los hechos 
analizados, por ende, se considera que la sanción a imponer por el 
ilícito de ABUSO SEXUAL, de acuerdo al artículo 260, fracción II, 
del código represivo del Estado, será de 3 a 11 años de prisión, y 
multa de cien a doscientas cuotas, que se podrá aumentar hasta en 
una mitad más, en términos del diverso 260 Bis, fracción V y VI. Lo 
anterior es así, ya que el acto erótico sexual realizado por el 
acusado en el cuerpo de la menor, involucró el contacto desnudo 
de partes íntimas y genitales de la pasivo; y dado que la víctima es 
menor de ********** años, pues al momento de los hechos tenía 
********** años de edad, lo cual quedó acreditado con el acta de 
nacimiento que fue introducida a través del testimonio de la madre 
de la menor; también se acreditó la circunstancia agravante relativa 
a que el delito se cometa mediante violencia psicológica. 
Adicionalmente, se acreditó en el caso la hipótesis contemplada en 
el artículo 269 del código penal del Estado. 

En relación al ilícito de corrupción de menores, tal como lo 
solicitó la fiscalía, es procedente la sanción prevista conforme al 
artículo 196 y 199 del código penal del Estado. 

 
12.2. Individualización de la pena. 

 
En el caso concreto, esta autoridad debe observar lo 

dispuesto por los artículos 47 del Código Penal del Estado y 410 
del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

 
En el caso que nos ocupa, la fiscalía solicitó se considerara 

al sentenciado con un grado de culpabilidad mínimo, por lo que 
al no poderse rebasar dicha solicitud, se le considera con ese grado 
de culpabilidad. 
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En tal virtud, sin que sea necesario un estudio razonado ni 
pormenorizado de las circunstancias contenidas en los artículo 47 
del Código Penal del Estado y 410 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, pues tales exigencias deben colmarse 
única y exclusivamente cuando se imponga un grado de 

culpabilidad más severo.9 

Consecuentemente, se impone al enjuiciado ********** de 
acuerdo al artículo 260, fracción II, del Código Penal del Estado, 
por su responsabilidad en el delito de abuso sexual, la pena de 3 
tres años de prisión y multa de 100 cuotas, la cual se aumentará 
hasta en una mitad más de acuerdo a las agravantes contempladas 
en las fracciones V y VI del numeral 260 Bis, por lo que en el caso 
concreto se aumenta con 3 días de prisión; dicha sanción de 
incrementa con 2 dos años más de prisión en términos del artículo 
269, de la codificación en comento; resultando una pena de 5 años, 
3 días de prisión, y multa de 100 cuotas. 

 
Ahora bien, en relación al delito de corrupción de menores, 

en términos del numeral 196 de la citada codificación, se impone 
una sanción de 4 años de prisión y multa de seiscientas cuotas; 
pena de prisión la cual se aumenta al doble en términos del artículo 
199 de dicho ordenamiento, dando como resultado 8 años de 
prisión y multa de seiscientas cuotas. 

 
Por lo tanto, la pena total a imponer al sentenciado ********** 

por su responsabilidad en la comisión de los delitos de abuso 
sexual y corrupción de menores, es de 13 trece años, 3 días de 
prisión, y multa de 700 cuotas. 

 
Sanción corporal que deberá compurgar en los términos que 

determine el Juez de Ejecución de Sanciones Penales del Estado 
en turno, según lo dispuesto en la Ley Relativa de la Materia, con 
descuento del tiempo que haya estado detenido con motivo de la 
presente causa. 

12.3. Medida cautelar. Queda subsistente la medida 
cautelar contenida en la fracción XIV del artículo 155 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, impuesta a **********, 
consistente en la prisión preventiva. 

 

9
 Época: Octava Época. Registro: 224818. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo VI, Segunda Parte-1, Julio- 
Diciembre de 1990. Materia(s): Penal. Tesis: VI. 3o. J/14. Página: 383. 

PENA MINIMA, NO ES NECESARIO QUE SE RAZONE SU IMPOSICION. Cuando el juzgador, 
haciendo uso de su arbitrio, estima justo imponer como pena la mínima que contempla la ley para el delito 
que corresponda, es evidente que tal proceder no es violatorio de garantías, ya que en este caso ni siquiera 
es necesario razonar la imposición de la misma en base al grado de peligrosidad o circunstancias en que se 
efectuó el delito, en virtud de que estos elementos sólo deben tomarse en cuenta cuando se impone una 
sanción mayor, pero no cuando se aplica la mínima, pues es inconcuso que no podría aplicarse una menor 
a ésta. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 385/88. Benito 
Negrete Pérez. 3 de noviembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. 
Secretario: José de Jesús Echegaray Cabrera. Amparo directo 86/89. José Silva Herrera. 23 de mayo de 
1989. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. Secretario: José de Jesús Echegaray 
Cabrera. Amparo directo 209/90. Delfino o Bruno Nava Flores. 19 de junio de 1990. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. Secretario: José de Jesús Echegaray Cabrera. Amparo directo 
253/90. Abel Ortega Orea. 3 de julio de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Brito Velázquez. 
Secretario: José Manuel Torres Pérez. Amparo directo 219/90. Wilebaldo Mantilla Méndez. 30 de agosto de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Brito Velázquez. Secretario: José Manuel Torres Pérez.” 



 
 
 
 

 
12.4. Reparación del daño, La cual es de orden público y 

comprende según los artículos 143 y 144 del Código Penal del 
Estado, la restitución de las cosas obtenidas por el delito o el pago 
del precio de las mismas, la indemnización del daño material y 
moral causado a la víctima y a sus familiares, el resarcimiento de 
los perjuicios ocasionados por el delito cometido, y en términos 
legales, se pueden tomar en cuenta las disposiciones de la Ley 
Federal del Trabajo y del Código Civil Vigente en el Estado, sin 
perjuicio de valorarlas proporcionalmente según el daño y perjuicio 
causado, el delito cometido, lo obtenido por el mismo, las 
condiciones de la víctima y especialmente las condiciones 
económicas del obligado a pagar. 

 
Es dable precisar, que la Ley General de Víctimas, establece 

que las víctimas del delito tienen derecho a una reparación integral 

de los daños causados por el ilícito10, en el entendido que esa 
reparación integral comprende las medidas de restitución, 
rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no 
repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral 
y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor 
de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho 
victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de 
sus derechos, así como las circunstancias y características de dicho 
hecho. 

Es decir, el derecho a la reparación integral permite, en la 
medida de lo posible, anular todas las consecuencias del acto ilícito 
y reestablecer la situación que debió haber existido con toda 
probabilidad, si el acto no se hubiera cometido. Sirve de sustento, 
la jurisprudencia con número de registro 2014098, emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.11 

Precisado lo anterior, en el rubro de la reparación del daño, 
la fiscalía solicitó que se condenara al acusado al pago de dicho 

 

10 Artículo 26. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, 
transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia del delito o hecho 
victimizante que las ha afectado o de las violaciones de derechos humanos que han sufrido, 
comprendiendo medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no 
repetición. 

11 
Época: Décima Época; Registro: 2014098; Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia; 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 41, abril de 2017, Tomo I; Materia(s): 
Constitucional; Tesis: 1a./J. 31/2017 (10a.); Página: 752 DERECHO FUNDAMENTAL A UNA 

REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU CONCEPTO Y ALCANCE. El derecho 

citado es un derecho sustantivo cuya extensión debe tutelarse en favor de los gobernados, por lo que 
no debe restringirse innecesariamente. Ahora bien, atento a los criterios emitidos por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, el derecho a la reparación integral permite, en la medida de 
lo posible, anular todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que debió haber 
existido con toda probabilidad, si el acto no se hubiera cometido, y de no ser esto posible, procede el 
pago de una indemnización justa como medida resarcitoria por los daños ocasionados, lo cual no 
debe generar una ganancia a la víctima, sino que se le otorgue un resarcimiento adecuado. En ese 
sentido, el derecho moderno de daños mira a la naturaleza y extensión del daño a las víctimas y no 
a los victimarios. Así, el daño causado es el que determina la naturaleza y el monto de la 
indemnización, de forma que las reparaciones no pueden implicar enriquecimiento ni 
empobrecimiento para la víctima o sus sucesores; además, no se pretende que la responsabilidad 
sea excesiva, ya que debe subordinarse a requisitos cualitativos. Por otro lado, una indemnización 
será excesiva cuando exceda del monto suficiente para compensar a la víctima, sin embargo, limitar 
la responsabilidad fijando un techo cuantitativo implica marginar las circunstancias concretas del caso, 
el valor real de la reparación o de la salud deteriorada; esto es, una indemnización es injusta cuando 
se le limita con topes o tarifas, y en lugar de ser el Juez quien la cuantifique justa y equitativamente 
con base en criterios de razonabilidad, al ser quien conoce las particularidades del caso, es el 
legislador quien, arbitrariamente, fija montos indemnizatorios, al margen del caso y de su realidad. 
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concepto, y la psicóloga que evaluó a la menor víctima recomendó 
un tratamiento psicológico durante un daño, con una frecuencia de 
una sesión por semana, ya que resultó con daño en su integridad 
psicológica a consecuencia de los hechos. 

 
En tales condiciones, el acusado debe responder por el daño 

causado, y tomando en cuenta lo antes expuesto, se estima viable 
y ajustado a derecho que el monto correspondiente que en la etapa 
de ejecución de sentencia se puedan acreditar los gastos que se 
eroguen con motivo de dicha atención psicológica, y una vez 
cuantificado en cantidad líquida, sea cubierto por la persona 
sentenciada. 

 
Por ende, se condena al acusado al pago de la reparación del 

daño a favor de la víctima **********, y se dejan a salvo los derechos 
de la parte ofendida para justificar y cuantificar lo anterior ante el 
Juez de Ejecución de Sanciones Penales que corresponda. Esto 
con independencia de las manifestaciones y los criterios invocados 
por la fiscalía respecto a los aspectos de daño moral y asesoría 
jurídica privada, ya que sobre estos tópicos no generó información 
pertinente en la audiencia de juicio para tener por acreditados 
propiamente dichos rubros. 

 
12.5. Amonestación y suspensión de derechos. Se 

suspende a **********, en el ejercicio de sus derechos civiles y 
políticos, por el tiempo que dure la sanción impuesta. Además, se 
le amonesta sobre las consecuencias del delito que cometió, 
excitándolo a la enmienda y conminándolo con que se le impondrá 
la sanción que le corresponda como reincidente, en caso de que 
vuelva a delinquir. 

 
13. Puntos Resolutivos. 

 
PRIMERO: Sentido del fallo y sanción. Se condena al 

acusado ********** por su plena responsabilidad en la comisión de 
los delitos de abuso sexual y corrupción de menores. 

Consecuentemente, por su responsabilidad en la comisión 
de los delitos en mención, este Tribunal impone al sentenciado 
**********, la pena de 13 trece años, 3 días de prisión, y multa de 
700 cuotas. 

 
Sanción corporal que deberá compurgar en la forma y 

términos que determine el Juez de Ejecución de Sanciones Penales 
del Estado en turno, según lo dispuesto en la Ley de la Materia, con 
descuento del tiempo que haya estado detenido con motivo de la 
presente causa. 

 
SEGUNDO: Medida cautelar. Queda subsistente la medida 

cautelar de prisión preventiva, impuesta al sentenciado. 

TERCERO: Reparación del daño. Se condena al 
sentenciado **********, al pago de la reparación del daño, en la 
forma y términos señalados en el apartado correspondiente. 



 
 
 

 
CUARTO: Amonestación y suspensión de derechos. Se 

suspende a **********, en el ejercicio de sus derechos civiles y 
políticos, por el tiempo que dure la sanción impuesta. Además, se 
le amonesta sobre las consecuencias del delito que cometió, 
excitándolo a la enmienda y conminándolo con que se le impondrá 
la sanción que le corresponda como reincidente, en caso de que 
vuelva a delinquir. 

 
QUINTO: Derecho a recurrir. Se informa a las partes que 

en caso de inconformidad con la presente resolución pueden 
interponer recurso de apelación dentro de los diez días siguientes a 
la notificación de la presente resolución, conforme a lo dispuesto 
por el artículo 471 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

 
SEXTO: Comuníquese la pena impuesta al Centro de 

Internamiento donde el sentenciado se encuentra cumpliendo la 
medida cautelar de prisión preventiva, para los efectos legales a 
que haya lugar. 

 
Así mismo, una vez que cause firmeza esta determinación, 

remítase copia autorizada de la sentencia al Juez de Ejecución 
correspondiente y a las autoridades penitenciarias y administrativas 
que intervienen en el procedimiento de ejecución, para su debido 
cumplimiento. 

 
SÉPTIMO: Así lo resuelve y firma la licenciada Mónica 

Lisseth Sepúlveda Martínez, Jueza de Control y de Juicio Oral 
Penal del Estado, actuando de manera unitaria, de conformidad con 
lo dispuesto por los artículos 403, 404, 406, 407, y 411 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales y 17 en su Párrafo Quinto de 
la Constitución Política Federal. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
Este documento constituye una versión pública de su original. En consecuencia, se suprimió toda aquella 
información considerada legalmente como confidencial, en virtud de encuadrar en los supuestos 
normativos previstos en el artículo 3 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados y en los artículos 3 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de Nuevo León. 


